Poder Judicial de la Nación


En Buenos Aires, a los 30 días del mes de julio de 2005, reúnense los señores Jueces de la Sala D de la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal -integrada del modo que resulta de las resoluciones 177/04, 251/04 y 472/04 del Consejo de la Magistratura y de los acuerdos del 30/6/04 y 15/12/04 de esta Cámara-, con el autorizante, para dictar sentencia en la causa “FINANCIERA MARENCO S.A. C/ BOTTARO BLASCO, SEBASTIÁN S/ ORDINARIO”, registro 96088/01, procedente del Juzgado 13 del Fuero (Secretaría 26), donde está identificada como expediente 83748.

El doctor Monti dice:

I- Viene apelada la sentencia de fs. 209/215 por la cual el primer sentenciante admitió la demanda deducida por Financiera Marenco S.A. y condenó a Sebastián Bottaro Blasco a rendir cuentas respecto de cierta suma de dinero que había recibido de la actora.

II- La accionante relató que había entregado al demandado la suma de U$S 200.000 con la intención de efectuar una operación vinculada con la instalación de caños en sociedad con una compañía de origen chileno, denominada Laundry S.A. Sostuvo que, a ese fin, habrían tenido la intención de constituir una sociedad anónima para la que ella aportaría el 50% del capital y el demandado y terceros el otro 50%. Expresó que, una vez efectuada la transferencia del dinero, no había tenido conocimiento de la formación de la sociedad y, pese a sus reiterados reclamos, no habría obtenido respuestas del demandado. Señaló, además, que en un primer momento no había llamado la atención la demora del demandado, en virtud de la relación de confianza que habría existido entre uno de sus propios accionistas, Pedro Nicolás Fischer, y el accionado. Acompañó, en sustento de su postura, el comprobante de arbitraje N( 2029 copiado en fs. 3, que daría cuenta de la transferencia invocada. 

III- Al contestar demanda, el accionado dijo que el mencionado Fischer, apoderado y accionista de la actora, sería a su vez accionista y presidente de otra sociedad denominada Bachelor S.A, de la cual él también habría sido accionista. Señaló que a mediados de 1998 el Sr. Fischer le habría manifestado la necesidad de realizar aportes de capital a dicha sociedad por motivos contables, al menos por la suma de U$S 300.000. Destacó que el comprobante de arbitraje n( 2029 sólo tendría por objeto la justificación contable de ese aumento. Agregó que la utilización de ese mecanismo de justificación de los negocios, era de costumbre entre ellos y que los comprobantes fueron entregados al contador de la sociedad, Claudio D´Adamo. Manifestó que, posteriormente, su relación con el Sr. Fischer se habría deteriorado, lo que habría motivado la promoción de diversas demandas contra aquél y que este juicio sería resultado del “resentimiento” que aquellas demandas habrían generado a su vez en Fischer a su respecto.

IV- El juez de la instancia anterior consideró que las manifestaciones efectuadas por el accionado acerca de la existencia de un grupo societario en cabeza del Sr. Fischer, así como el invocado accionar fraudulento, no lograban desvirtuar la existencia de la obligación de rendir cuentas que sobre él pesaba, dada la inexistencia de prueba que confirmara la veracidad de sus afirmaciones. Por ello, condenó al accionado a rendir debida cuenta de la administración de los fondos que recibiera de la actora, recepción que juzgó acreditada con la documentación copiada en fs. 3/4.. Por último, rechazó el planteo de inconstitucionalidad de las normas sobre pesificación impetrado por la actora.

V- Contra dicho pronunciamiento se alzaron ambas partes. El único agravio de la actora se circunscribe a una queja por el rechazo del planteo de inconstitucionalidad que había formulado respecto de la normativa de emergencia.

De su lado, el demandado se agravia porque, a su entender, no se encontraría demostrado que hubiese recibido dinero de la sociedad actora y que, por el contrario, estaría probado que no se habría efectuado movimiento de dinero en efectivo alguno. En ese sentido, señala que habría acreditado que los fondos consignados en la documental acompañada por la actora figurarían como aporte irrevocable de capital a Bachelor S.A., que se habría concretado en un posterior aumento de capital de esa sociedad, suscripto por Pedro Fischer, quien sería controlante de la actora. 

VI- Por una cuestión de orden metodológico trataré en primer lugar los agravios vertidos por el demandado, quien procura la revocación íntegra de la condena. Luego el de la actora, quien pretende la modificación del pronunciamiento en lo concerniente a la pesificación de su eventual crédito. 

Al ingresar en lo sustancial de la cuestión sometida a conocimiento de esta Sala, es dable recordar que el juicio de rendición de cuentas comprende tres etapas diferenciadas. La primera de ellas, versa sobre la obligación de rendirlas y, si se declara procedente la pretensión, el juez dicta sentencia condenando al demandado a rendir cuentas. La segunda etapa, es aquella en la que se controvierten las cuentas rendidas, es decir, es el trámite de la rendición de cuentas en sí. Y una tercera etapa, correspondería eventualmente al cobro del saldo que pueda arrojar la rendición de cuentas (v. Fenochietto-Arazi, Código..., ed. Astrea, Bs. As., 1987, t. 3 págs. 307/308; Fassi, Santiago, Código..., ed. Astrea, Bs. As., 1979, t. III, págs. 119/120). 

Cabe señalar que, contrariamente a lo que sostiene el apelate, la prueba producida en autos no logra desvirtuar la transferencia de dinero que da cuenta la documental copiada en fs. 3/4. Ese instrumento, que fue suscripto por el accionado, ha sido corroborado mediante la contestación de oficio glosada en fs. 100.

Es del caso señalar, además, que la doctrina moderna sostiene una tesis amplia acerca de la obligación de rendir cuentas, pues es considerada una obligación genérica impuesta por la ley a todos los comerciantes (art. 33, inc. 4(, Cód. Comercio), que resulta extensiva a la realización de cualquier negociación (art. 68, Cód. Comercio), aunque no fuese estrictamente por cuenta ajena, ya que éste es sólo un supuesto especial de aquélla (art. 70 Cód. Comercio; v. Fontanarrosa, Rodolfo, Derecho Comercial Argentino, parte general, ed. Víctor P. de Zavalía, Bs. As., 1979, t. I, págs. 382/383; en el mismo sentido, Sala C in re “Coppo, Cora Eugenia c/ Lacoste y Compañía Sociedad de Bolsa”, del 4/06/94).  
Así, pues, cupo en esta etapa condenar al accionado a rendir cuentas sobre el destino de la transferencia realizada, pues no advierto motivos para eximirlo de esa obligación que se encuentra en cabeza de aquel que recibió dinero ajeno.

Por lo demás, las cuestiones introducidas por el demandado respecto de que la transferencia habría tenido por destino justificar un aumento de capital de la sociedad Bachelor S.A., atañen a la segunda etapa de este tipo de procesos, por lo cual no corresponde elucidar aquí la procedencia de esos planteos. 

Creo oportuno señalar que en el sub lite se han incorporado elementos vinculados con los argumentos del demandado en torno del destino de los fondos en cuestión, a través de ciertas probanzas producidas en la causa. Sin embargo, resulta óbice para abordar tales extremos la necesidad de sustanciar adecuadamente el punto a fin de resguardar la bilateralidad del proceso y, en definitiva, el derecho de defensa de las partes, por lo que recién podrá efectuarse ese examen en la segunda etapa de este juicio.       

En suma, las razones expuestas, sin perjuicio de lo que eventualmente corresponda decidir en el momento señalado, me llevan a compartir en lo sustancial la solución adoptada en la sentencia de grado.

VII- Por último, estimo que tampoco corresponde analizar en esta etapa del proceso el agravio de la actora vinculado con la constitucionalidad de la normativa de emergencia, toda vez que, no pudiéndose determinar aún la existencia de crédito alguno en su favor, implicaría decidir sobre una cuestión que, al menos por ahora, es abstracta. En virtud de ello, corresponde diferir su tratamiento para el caso de resultar un saldo en favor de la actora en la rendición de cuentas que se presente en la siguiente etapa del proceso. 

VIII- Por ello, si mi criterio fuera compartido, corresponderá confirmar en lo sustancial la sentencia apelada y diferir el tratamiento del recurso de la parte actora para la oportunidad señalada en el considerando VII. Las costas de alzada deberán ser soportadas por el demandado vencido (art. 68, inc. 1(, Cód. Procesal). Así voto. 

La señora Juez Díaz Cordero y el señor Juez Cuartero adhieren al voto que antecede.
Concluida la deliberación los señores Jueces de Cámara acuerdan: 

(a) Confirmar la sentencia de primera instancia dictada en fs. 209/215 y diferir el tratamiento del recurso de la parte actora para la oportunidad señalada en el considerando VII. 

(b) Imponer las costas de alzada al demandado.

(c) Diferir la consideración de los honorarios hasta que sean fijados los correspondientes a la primera instancia.    
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